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SENTENCIA Nº 177/22 

 
 

Demandante: Don  

Abogado: D Azucena Natalia Rodríguez Picallo 

Procurador:  D.  

 

Demandado:  SISTEMAS FINANCIEROS MOVILES SL 

Abogado: Don  

Procurador: D.  

 

Magistrada-Juez: Doña  

 

Objeto del juicio Nulidad de contrato 

 

 

 En Salamanca a 17 junio de 2022 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 

PRIMERO: En el Decanato de los Juzgados de esta ciudad, la parte actora presentó demanda 

de juicio ordinario frente a la entidad demandada instando acción de nulidad de contrato por 

usura y subsidiaria de nulidad de condiciones generales de la contratación,  respecto de la 

cláusula de intereses remuneratorios y cláusula de interés de demora.  

 



    

 

SEGUNDO: Se emplazó a la parte demandada para que en el plazo de veinte días contestara 

la demanda, verificado en tiempo y forma se convocó a las partes al acto de la audiencia 

previa.  

 

TERCERO: En dicho acto, las partes tras afirmarse y ratificarse en sus pretensiones, se 

recibió el pleito a prueba. Las partes propusieron prueba documental por lo que quedaron los 

autos vistos para dictar sentencia.  

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

 

PRIMERO: Don , en su condición de consumidor, suscribió con SISTEMAS 

FINANCIEROS MÓVILES, S.L., de nombre comercial “CREDITOMAS”, un contrato de 

préstamo a corto plazo mediante un modelo formalizado para todos los clientes de la 

mercantil. Esta contratación se produjo a causa de la situación económica angustiosa en que 

se encontraba y a raíz de las facilidades de crédito que anunciaba la demandada en su 

publicidad, sin negociación alguna, de modo rápido y casi automático, y sin ningún tipo de 

información sobre lo que suponía el tipo de interés aplicable y las consecuencias económicas 

de utilizar el pago aplazado. De esta forma concertó, en fecha 3 de septiembre de 2020, un 

préstamo con tipos de interés usurarios, al cual se aplica un T.I.N.1 de 320,24% y una 

T.A.E.2 del 1.617,90% (MIL 

SEISCIENTOS DIECISIETE COMA NOVENTA POR CIENTO). 

 

Sr.  celebró contrataciones previas con la demandada, únicamente puede detallar las 

condiciones particulares del último de los contratos, que es sobre el que versa la demanda, 

puesto que, pese a haberse solicitado, la demandada no ha facilitado copia de los demás y esta 

parte no ha podido entrar a valorar si los condicionados de los 

mismos contienen también cláusulas abusivas para el demandante. 

Así, el contrato de préstamo nº , celebrado el 3 de septiembre de 2020, presenta 

las siguientes condiciones: 

i. Importe prestado: 850,00.-euros 

ii. Comisión: 223,12.-euros 

iii. Cantidad total: 1.073,12.-euros 

iv. Fecha de vencimiento: 17/10/2020 

v. Plazo: 30 días naturales 

vi. T.I.N.: 320,24% 

vii. T.A.E.: 1.617,90% 

viii. Costes por demora: penalización del 1,00% diario con un límite máximo del 

200,00% sobre el principal; además, por cada requerimiento de pago se repercutirá el 

coste de 7,50.-euros. 

Al no poder hacer frente al pago del préstamo a su fecha de vencimiento, abonó a la 

demandada, en fecha 2 de octubre de 2020, la suma de 158,10.-euros en concepto de 

“prórroga”, consiguiendo de este modo alargar el plazo de devolución en 14 días más. 

Llegada la segunda fecha de vencimiento, y no habiendo mejorado la precaria situación 

económica de Don , que no podía asumir el pago de lo reclamado por la mercantil, éste 

abonó nuevamente el importe de 158,10.-euros a modo de “prórroga” de 14 días, en fecha 15 

de octubre de 2020. Así las cosas, el Sr.  abonó en relación a su préstamo un total 

de 316,20.-euros. 



    

 

 

  Interesa se dicte sentencia por la que:  Con carácter principal, se declare la nulidad 

por usura del contrato de préstamo nº  –con sus prórrogas–, suscrito entre las 

partes el 3 de septiembre de 2020. Condenando a la mercantil demandada a restituir a Don 

, si las hubiera, la suma de las cantidades percibidas en la vida de los 

préstamos que excedan del capital prestado, más los intereses legales devengados de dichas 

cantidades; debiendo únicamente el demandante restituir a la demanda el capital prestado, sin 

aplicación de interés alguno. 

 

Con carácter subsidiario al punto anterior, se declare: La nulidad por abusiva por no 

superar ni el control de inclusión ni el de transparencia de la cláusula de intereses 

remuneratorios del contrato de préstamo nº , suscrito entre las partes el 3 de 

septiembre de 2020. Condenando a la mercantil demandada a restituir a Don  

la totalidad de los intereses remuneratorios cobrados, más los intereses legales devengados de 

dichas cantidades. 

 La nulidad de la cláusula del interés de demora del contrato de préstamo nº 

, suscrito entre las partes el 3 de septiembre de 2020. Condenando a la entidad 

demandada a restituir a Don  la totalidad de las comisiones cobradas, más los 

intereses legales devengados de dichas cantidades. Se condene, en todo caso, a la demandada 

al pago de las costas procesales. 

 

 

 La parte demandada contesta alegando: día 3 de septiembre de 2020 las partes 

firmaron el contrato de préstamo número . En virtud del mismo se entregó al 

demandante la cantidad de 850 €. Por su parte el demandante se comprometió a devolverlo en 

un solo pago, en el plazo de 30 días naturales días, la cantidad prestada más la de 223,12 € en 

concepto de coste de gestión. El montante del préstamo ascendía por tanto a la cantidad de 

1.073,12 € €.  Como es fácil de comprobar se trataba de un contrato muy sencillo fácilmente 

comprensible para cualquier persona sin necesidad de disponer de especiales conocimientos 

financieros.  

 

La formalización y concesión de este contrato se efectuó por internet al amparo de Ley 

22/2007, de 11 de julio, sobre comercialización a distancia de servicios financieros destinados 

a los consumidores en relación a la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de 

la información y comercio electrónico, y en su caso, en el capítulo II del Título III y 

disposición adicional primera de la Ley 7/1996, de 15 de enero.  

 

 Para la firma del contrato el demandante accedió a la página web de la entidad para solicitar 

el préstamo. Una vez en ella, tal y como suele suceder con todas las empresas del sector del 

micro-préstamo, se encontró 2 desplegables en los que tenía que delimitar, en uno, el importe 

que deseaba percibir (normalmente oscila entre 100 y 1000 €), y en el otro, el plazo para su 

devolución (normalmente oscila entre 7 y 30 días). La propia aplicación informática 

informaba al demandante del importe que le correspondía pagar si finalmente aceptaba la 

firma del préstamo, así como el TIN y la TAE del contrato. Para continuar con el proceso el 

demandante tenía que hacer “click” en el botón “RECIBA SU PRÉSTAMO” que consta en la 

parte inferior del referido pantallazo. Por tanto, es un hecho que el demandante desde el 

mismo momento de la solicitud y previo a su firma definitiva conocía a la perfección el 

importe que se le iba a cobrar, así como su TIN y su TAE. Una vez finalizado todo este 



    

 

proceso y, tras haber sido aceptado por el demandante las condiciones generales y particulares 

del préstamo, la demandada procedió a ingresar en la cuenta de su nuevo cliente  

 el importe que le había solicitado. Desde ese momento el demandante 

tenía a su disposición en su AREA DE CLIENTE, las condiciones generales y particulares del 

préstamo que había firmado. Adjunta como DOCUMENTO 1 las condiciones generales y 

particulares del préstamo firmado por las partes y como DOCUMENTO 2 el justificante del 

ingreso del préstamo en la cuenta del demandante.  

 

El contrato que trae a colación estas actuaciones está impagado. Han pasado 2 AÑOS 

desde su firma. El demandante siquiera ha devuelto la cantidad de 850 € que le prestó hace 

más de 2 años. La demandada hace mucho tiempo que dejó de reclamarle la deuda generada 

dando la misma por perdida. El demandante, por tanto, de forma gratuita se ha quedado con el 

dinero que le prestaron hace más de dos años. En definitiva, interesa se dicte sentencia por la 

que se desestime la demanda, con imposición de las costas a la parte contraria por los 

siguientes argumentos:  

 

1)El único importe que se le cobraba al cliente por la firma de este contrato era el de su coste 

de gestión que ascendía a la cantidad de 223,12 €.  

2)A la hora de determinar si el coste que se cobraba era usurario hay que tener en cuenta  

el coste total del préstamo que ascendía a 223,12€ y no la TAE  

3) El concepto TAE no es un índice válido a la hora de valorar este tipo de contratos dado que 

está calculado tal y como su acrónimo indica para una proyección anual. Es un índice muy 

válido para analizar operaciones superiores al año pero no para analizar un préstamo de 30 

días.  

4) En la actualidad no existe un pronunciamiento expreso del Tribunal Supremo sobre este 

tipo de contratos. No son válidas a tal efecto sentencias existentes relativas a contratos 

revolving cuya operativa nada tiene que ver con los contratos de micro-préstamo.  

5) En cualquier caso y de conformidad a lo manifestado en la sentencia del Tribunal Supremo 

de fecha 4 de marzo de 2020 y el pronunciamiento de diversas Audiencias Provinciales, se 

hace necesario efectuar una nueva interpretación relativa a lo que se entiende como “interés 

normal del dinero” debiéndose tener en cuenta la categoría a la que corresponda la 

operación crediticia cuestionada.  

6) Consecuencia del punto anterior se hace necesario tener en cuenta los costes de gestión 

pactados de forma habitual por las empresas del sector del micro-préstamo según el informe 

aportado y no los índices del Banco de España dado que, además, en esas últimas estadísticas 

no están incluidas las relativas a las empresas del sector del micro-préstamo.  

7) Si bien es cierto el demandante es un consumidor, trasciende de todo lo actuado un interés 

claramente profesional en el que lo único que se pretende es obtener las costas de este 

procedimiento. El único beneficio de la demandante es el dejar de pagar los 223,12 € que se le 

cobran en concepto de coste de gestión.  

8) El contrato es claro y transparente. Desde el mismo momento de su solicitud el demandante 

ya era consciente del importe que se le cobraba en concepto de coste de gestión, así como del 

TIN y de la TAE que le correspondía.  

9) Trasciende de lo actuado un claro interés profesional. No se acredita en modo alguno la 

protección de los derechos del consumidor que “presuntamente” se defienden.  

10) Obviamente no procede devolución de ninguna cantidad a cuenta del préstamo dado que 

el demandante no ha pagado ninguna cantidad a cuenta del mismo.  

 



    

 

 

SEGUNDO: Para la resolución de esta litis, una vez acreditado que el contrato de préstamo 

fue solicitado por la parte actora, es obligado partir de las premisas contenidas en las 

sentencias del Tribunal Supremo de 25 de noviembre de 2.015 y 4 de marzo de 2.020. 

Establece la primera de dichas sentencias y sintetiza la segunda los siguientes criterios: 

1) Para que la operación crediticia pueda ser considerada usuraria, basta con que se den los 

requisitos previstos en el primer inciso del art. 1 de la Ley de Represión de la Usura, esto es, 

«que se estipule un interés notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente 

desproporcionado con las circunstancias del caso», sin que sea exigible que, acumuladamente, 

se exija «que ha sido aceptado por el prestatario a causa de su situación angustiosa, de su 

inexperiencia o de lo limitado de sus facultades mentales». 

2) Dado que conforme al art. 315, párrafo segundo, del Código de Comercio, «se reputará 

interés toda prestación pactada a favor del acreedor», el porcentaje que ha de tomarse en 

consideración para determinar si el interés es notablemente superior al normal del dinero no 

es el nominal, sino la tasa anual equivalente (TAE), que se calcula tomando en consideración 

cualesquiera pagos que el prestatario ha de realizar al prestamista por razón del préstamo, 

conforme a unos estándares legalmente predeterminados. 

3) Para determinar si el préstamo, crédito u operación similar es usurario, el interés con el que 

ha de realizarse la comparación es el «normal del dinero». Para establecer lo que se considera 

«interés normal» puede acudirse a las estadísticas que publica el Banco de España, tomando 

como base la información que mensualmente tienen que facilitarle las entidades de crédito 

sobre los tipos de interés que aplican a diversas modalidades de operaciones activas y pasivas. 

4º) Corresponde al prestamista la carga de probar la concurrencia de circunstancias 

excepcionales que justifiquen la estipulación de un interés notablemente superior al normal en 

las operaciones de crédito al consumo. 

5º) No pueden considerarse como circunstancias excepcionales que justifiquen un interés 

notablemente superior al normal del dinero el riesgo derivado del alto nivel de impagos 

anudado a operaciones de crédito al consumo concedidas de un modo ágil y sin comprobar 

adecuadamente la capacidad de pago del prestatario, por cuanto que la concesión 

irresponsable de préstamos al consumo a tipos de interés muy superiores a los normales, que 

facilita el sobreendeudamiento de los consumidores y trae como consecuencia que quienes 

cumplen regularmente sus obligaciones tengan que cargar con las consecuencias del elevado 

nivel de impagos, no puede ser objeto de protección por el ordenamiento jurídico. 

Y, 6º), finalmente, como precisa la segunda de las sentencias citadas, para determinar la 

referencia que ha de utilizarse como «interés normal del dinero» para realizar la comparación 

con el interés cuestionado en el litigio y valorar si el mismo es usurario, debe utilizarse el tipo 

medio de interés, en el momento de celebración del contrato, correspondiente a la categoría a 

la que corresponda la operación crediticia cuestionada.  

Y si existen categorías más específicas dentro de otras más amplias, deberá utilizarse 

esa categoría más específica, con la que la operación crediticia cuestionada presenta más 

coincidencias (duración del crédito, importe, finalidad, medios a través de los cuáles el deudor 

puede disponer del crédito, garantías, facilidad de reclamación en caso de impago, etc.), pues 

esos rasgos comunes son determinantes del precio del crédito, esto es, de la TAE del interés 

remuneratorio. 
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No se puede sostener la especificidad de estos créditos para justificar el elevado coste 

del préstamo dada su corta duración y dificultad de comprobar la solvencia del prestatario por 

lo que este tipo de contratos generan un mayor riesgo. 

Lo cierto es que ya estas dos últimas circunstancias fueron rechazadas por la STS de 

25 de noviembre de 2.015 para justificar la elevación del interés hasta un nivel notablemente 

superior al normal del dinero. Y en relación con el principio de especificidad que proclama la 

segunda de las sentencias citadas para determinar la referencia del «interés normal del 

dinero», además de rechazarse como valor referencial el reflejado en el informe de la 

Asociación Española de micropréstamos AEMIP relativo a sociedades no sujetas a 

supervisión que en todo caso lleva a comprarlo con el interés medio de los préstamos al 

consumo, ha de decirse que aquel criterio de especificidad no puede justificar unos intereses 

desorbitados como los que nos ocupan, , pues lo que cobran es un precio por un dinero 

prestado, que no es otra cosa que intereses, llevando a multiplicar incluso por mil el TAE 

referido al medio de las tarjetas de crédito y revolving respecto del que la sentencia del TS de 

4 de marzo de 2.020 ya calificaba de muy elevado.  

El TJUE da respuesta en el auto de 25 de marzo de 2.021 en el asunto C-503/20 en el 

que se declara que la Directiva 87/102/CEE del Consejo, de 22 de diciembre de 1.986, 

relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros en materia de crédito al consumo, en su versión modificada por 

la Directiva 90/88/CEE del Consejo, de 22 de febrero de 1.990, y la Directiva 2008/48/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2.008, relativa a los contratos de crédito 

al consumo y por la que se deroga la Directiva 87/102/CEE del Consejo, deben interpretarse 

en el sentido de que no se oponen a una normativa nacional, tal y como la interpreta la 

jurisprudencia nacional, que establece una limitación de la tasa anual equivalente que puede 

imponerse al consumidor en un contrato de crédito al consumo con el fin de luchar contra la 

usura, siempre que esta normativa no contravenga las normas armonizadas por estas 

Directivas en lo que en particular se refiere a las obligaciones de información. Y, por otra 

parte, no puede desconocerse que el Tribunal Supremo ( STS de 18 de junio de 2012 y 22 de 

febrero de 2.013) viene estableciendo que “el control que se establece a través de la ley de 

represión de la usura no viene a alterar ni el principio de libertad de precios, ni tampoco la 

configuración tradicional de los contratos, pues dicho control, como expresión o plasmación 

de los controles generales o límites del artículo 1.255, se particulariza como sanción a un 

abuso inmoral, especialmente grave o reprochable, que explota una determinada situación 

subjetiva de la contratación”. 

 

 Así las cosas, nuestro TRIBUNAL SUPREMO, en su sentencia del Pleno, del 4 de marzo 
de 2020, Sentencia 149/2020, ha desestimado el recurso de casación interpuesto por Wizink 
Bank contra una sentencia que había declarado la nulidad de un contrato de crédito revolving 
mediante uso de tarjeta por considerar usurario el interés remuneratorio, fijado inicialmente 
en el 26,82% TAE y que se había situado en el 27,24% a la fecha de presentación de la 
demanda. En el caso que analiza la sentencia, el control de la estipulación que fija el interés 
remuneratorio habría podido realizarse también mediante los controles de incorporación y 
transparencia, propios del control de las condiciones generales en contratos celebrados con 
consumidores. Sin embargo, en ese caso la demandante únicamente pidió la nulidad de la 
operación de crédito por su carácter usurario, es decir, fundándose en la Ley de Represión de la 
Usura de 1908. El Pleno de la Sala considera, en primer lugar, que la referencia del «interés 
normal del dinero» que ha de utilizarse para determinar si el interés remuneratorio es 
usurario debe ser el interés medio aplicable a la categoría a la que corresponda la operación 
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cuestionada, en este caso el tipo medio aplicado a las operaciones de crédito mediante tarjetas 
de crédito y revolving publicado en las estadísticas oficiales del Banco de España. En segundo 
lugar, en la determinación de cuándo el interés de un crédito revolving es usurario, la Sala 
tiene en cuenta que el tipo medio del que se parte para realizar la comparación, algo superior 
al 20% anual, es ya muy elevado. Por tal razón, una diferencia tan apreciable como la que 
concurre en este caso, en el que el tipo de interés fijado en el contrato supera en gran medida el 
índice tomado como referencia, ha de considerarse como notablemente superior a dicho índice. 
Han de tomarse además en consideración las circunstancias concurrentes en este tipo de 
operaciones de crédito, como son el público al que suelen ir destinadas, particulares que no 
pueden acceder a otros créditos menos gravosos, y las propias peculiaridades del crédito 
revolving, en que el límite del crédito se va recomponiendo constantemente, los intereses y 
comisiones devengados se capitalizan para devengar el interés remuneratorio y las cuantías de 
las cuotas no suelen ser muy elevadas, en comparación con la deuda pendiente, pero alargan 
muy considerablemente el tiempo durante el que el prestatario sigue pagando las cuotas, hasta 
el punto de que puede convertirle en un deudor «cautivo». 

Por último, la Sala razona que no puede justificarse la fijación de un interés notablemente 
superior al normal del dinero por el riesgo derivado del alto nivel de impagos anudado a 
operaciones de crédito concedidas de modo ágil, porque la concesión irresponsable de 
préstamos al consumo a tipos de interés muy superiores a los normales, que facilita el 
sobreendeudamiento de los consumidores, no puede ser objeto de protección por el 
ordenamiento jurídico. En concreto, en su fundamento de derecho quinto, dicha Sentencia, 
declara que: "Decisión del tribunal (III): la determinación de cuándo el interés de un crédito 
revolving es usurario por ser notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente 
desproporcionado con las circunstancias del caso. 1.- Aunque al tener la demandante la 
condición de consumidora, el control de la estipulación que fija el interés remuneratorio puede 
realizarse también mediante los controles de incorporación y transparencia, propios del 
control de las condiciones generales en contratos celebrados con consumidores, en el caso 
objeto de este recurso, la demandante únicamente ejercitó la acción de nulidad de la operación 
de crédito mediante tarjeta revolving por su carácter usurario. 2.- El extremo del art. 1 de la 
Ley de 23 julio 1908, de Represión de la Usura, que resulta relevante para la cuestión objeto de 
este recurso establece: «Será nulo  todo contrato de préstamo en que se estipule un interés 
notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con las 
circunstancias del caso ». 3.- A diferencia de otros países de nuestro entorno, donde el 
legislador ha intervenido fijando porcentajes o parámetros concretos para determinar a partir 
de qué tipo de interés debe considerarse que una operación de crédito tiene carácter usurario, 
en España la regulación de la usura se contiene en una ley que ha superado un siglo de 
vigencia y que utiliza conceptos claramente indeterminados como son los de interés 
«notablemente superior al normal del dinero» y «manifiestamente desproporcionado con las 
circunstancias del caso». Esta indeterminación obliga a los tribunales a realizar una labor de 
ponderación en la que, una vez fijado el índice de referencia con el que ha de realizarse la 
comparación, han de tomarse en consideración diversos elementos. 4.- La sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia consideró que, teniendo en cuenta que el interés medio de los 
créditos al consumo correspondientes a las tarjetas de crédito y revolving era algo superior al 
20%, el interés aplicado por Wizink al crédito mediante tarjeta revolving concedido a la 
demandante, que era del 26,82% (que se había incrementado hasta un porcentaje superior en 
el momento de interposición de la demanda), había de considerarse usurario por ser 
notablemente superior al interés normal del dinero. 5.- En el caso objeto de nuestra anterior 
sentencia, la diferencia entre el índice tomado como referencia en concepto de «interés normal 
del dinero» y el tipo de interés remuneratorio del crédito revolving objeto de la demanda era 



    

 

mayor que la existente en la operación de crédito objeto de este recurso. Sin embargo, también 
en este caso ha de entenderse que el interés fijado en el contrato de crédito revolving es 
notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con las 
circunstancias del caso y, por tanto, usurario, por las razones que se exponen en los siguientes 
párrafos. 6.- El tipo medio del que, en calidad de «interés normal del dinero», se parte para 
realizar la comparación, algo superior al 20% anual, es ya muy elevado. Cuanto más elevado 
sea el índice a tomar como referencia en calidad de «interés normal del dinero», menos margen 
hay para incrementar el precio de la operación de crédito sin incurrir en usura. De no seguirse 
este criterio, se daría el absurdo de que para que una operación de crédito revolving pudiera 
ser considerada usuraria, por ser el interés notablemente superior al normal del dinero y 
desproporcionado con las circunstancias del caso, el interés tendría que acercarse al 50%. 7.- 
Por tal razón, una diferencia tan apreciable como la que concurre en este caso entre el índice 
tomado como referencia en calidad de «interés normal del dinero» y el tipo de interés fijado en 
el contrato, ha de considerarse como «notablemente superior» a ese tipo utilizado como índice 
de referencia, a los efectos que aquí son relevantes. 8.- Han de tomarse además en 
consideración otras circunstancias concurrentes en este tipo de operaciones de crédito, como 
son el público al que suelen ir destinadas, personas que por sus condiciones de solvencia y 
garantías disponibles no pueden acceder a otros créditos menos gravosos, y las propias 
peculiaridades del crédito revolving, en que el límite del crédito se va recomponiendo 
constantemente, las cuantías de las cuotas no suelen ser muy elevadas en comparación con la 
deuda pendiente y alargan muy considerablemente el tiempo durante el que el prestatario 
sigue pagando las cuotas con una elevada proporción correspondiente a intereses y poca 
amortización del capital, hasta el punto de que puede convertir al prestatario en un deudor 
«cautivo», y los intereses y comisiones devengados se capitalizan para devengar el interés 
remuneratorio. 9.- Como dijimos en nuestra anterior sentencia 628/2015, de 25 de noviembre, 
no puede justificarse la fijación de un interés notablemente superior al normal del dinero por el 
riesgo derivado del alto nivel de impagos anudado a operaciones de crédito al consumo 
concedidas de un modo ágil (en ocasiones, añadimos ahora, mediante técnicas de 
comercialización agresivas) y sin comprobar adecuadamente la capacidad de pago del 
prestatario, pues la concesión irresponsable de préstamos al consumo a tipos de interés muy 
superiores a los normales, que facilita el sobreendeudamiento de los consumidores, no puede 
ser objeto de protección por el ordenamiento jurídico. Por tanto, la justificación de esa 
importante diferencia entre el tipo medio aplicado a las tarjetas de crédito y revolving no 
puede fundarse en esta circunstancia. 10.- Todo ello supone que una elevación porcentual 
respecto del tipo de interés medio tomado como «interés normal del dinero» de las 
proporciones concurrentes en este supuesto, siendo ya tan elevado el tipo medio de las 
operaciones de crédito de la misma naturaleza, determine el carácter usurario de la operación 
de crédito 
 

…… Aplicado ello a nuestro caso, en atención a los planteamientos interpretativos 
sentados por esta sentencia del TS, particularmente el de que el término de comparación que 
ha de tenerse en cuenta es el de las tarjetas de crédito u operaciones crediticias de la misma 
naturaleza o características a la litigiosa, -es decir, que para determinar la referencia que ha 
de utilizarse como «interés normal del dinero» para realizar la comparación con el interés 
cuestionado en el litigio y valorar si el mismo es usurario, debe utilizarse el tipo medio de 
interés, en el momento de celebración del contrato, correspondiente a la categoría a la que 
corresponda la operación crediticia cuestionada-, nos encontramos con que para los contratos 
de crédito al consumo concedidos mediante tarjetas de crédito "revolving", el dato del tipo 
medio sólo está disponible en el boletín estadístico del Banco de España desde el año 2017, 



    

 

recogiéndose datos desde el año 2013 en adelante, dando como resultado un tipo medio 
aproximado a partir de esa fecha del 20%. 

Siendo ello así, si en este caso, el tipo nominal anual de la operación crediticia que enjuiciamos 
fue del 24,6% y el TAE lo era del 26,82%, ¿estamos ante un interés notablemente superior al 
normal del dinero en esta operación y, por ello, de carácter usurario, con la consiguiente 
declaración de nulidad del contrato litigioso en la condición general que establece dicho 
interés remuneratorio? La contestación, reconocido que se supera el tipo o interés medio para 
este tipo de créditos, no puede ser otra que la afirmativa. Basta para ello, verificar un contraste 
entre los parámetros cuantitativos a comparar: resulta que el TAE del contrato de tarjeta de 
crédito y/o revolving objeto del recurso de casación que da origen a la mentada sentencia de 
Pleno del TS (26,82%) coincide exactamente con el TAE de la operación de crédito de este 
litigio; resulta que en aquel caso el valor medio, según las estadísticas oficiales del Banco de 
España, para el año 2018, fue algo superior al 20%, mientras que en este, referido al año 2013, 
el valor medio era del 20% o 21%. Esta Audiencia Provincial ha fijado como criterio para 
determinar la abusividad que el tipo de interés fijado no supere en un 10% el tipo de interés 
medio en operaciones con tarjetas de crédito. Todo lo que excedan ese margen debe 
considerarse desproporcionado, elemento que concurre en el contrato analizado. 

Y, asimismo, tampoco cabe dudar de que el tipo lo sea manifiestamente desproporcionado, 
dadas las circunstancias del caso, si se pondera, lo que ya nos dice el TS, a saber: que siendo ya 
elevado el índice a tomar como referencia en calidad de «interés normal del dinero», apenas 
hay margen para incrementar el precio de la operación de crédito sin incurrir en usura...; y 
dadas las circunstancias personales del demandante, tampoco se justifica por la entidad 
financiera demandada la concurrencia de circunstancias excepcionales que expliquen la 
estipulación de ese interés notablemente superior al normal en la operación. 

Sin necesidad de más consideraciones, procede desestimar el motivo del recurso de apelación y 
confirmar la calificación como usurario del tipo de interés y la nulidad de la cláusula que lo 
establece. 
 

En nuestro caso, por tanto, estimamos la demanda se declara la nulidad por usura 

del contrato de préstamo nº  –con sus prórrogas–, suscrito entre las partes el 3 de 

septiembre de 2020. Condenando a la mercantil demandada a restituir a Don , 

si las hubiera, la suma de las cantidades percibidas en la vida de los préstamos que excedan 

del capital prestado, más los intereses legales devengados de dichas cantidades; debiendo 

únicamente el demandante restituir a la demanda el capital prestado, sin aplicación de interés 

alguno. 

 

CUARTO. –– En cuanto a las costas se van a imponer a la entidad demandada, a pesar de que 

pudiera entenderse que ha operado un cambio con la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 

25 de noviembre de 2015 y 4 de marzo de 2020. La razón es que la actora presentó una 

reclamación previa al procedimiento que no fue aceptada la nulidad por lo que podría haber 

accedido a una satisfacción extraprocesal, y evitar el proceso,  originando su actitud un abuso 

de proceso, además de que en el caso que nos ocupa no hay serias dudas de derecho a tenor 

del TAE aplicado que no deja lugar a dudas por su carácter más que elevado.  

 

 Por todo lo cual, 

 

FALLO 



    

 

Debo estimar y estimo la demanda formulada por la parte actora frente a SISTEMAS 

FINANCIEROS MOVILES SL  y en consecuencia  DECLARO la nulidad por usura del 

contrato de préstamo nº  –con sus prórrogas–, suscrito entre las partes el 3 

de septiembre de 2020. Condenando a la mercantil demandada a restituir a Don  

, si las hubiera, la suma de las cantidades percibidas en la vida de los préstamos 

que excedan del capital prestado, más los intereses legales devengados de dichas 

cantidades; debiendo únicamente el demandante restituir a la demanda el capital 

prestado, sin aplicación de interés alguno. Con imposición de las costas a la parte 

demandada.  

 

 Así por esta sentencia lo pronuncio, mando y firmo. 
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Resaltado




